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1. 
Norma acusada

DECRETO 1278 DE 2002

(junio 19)

Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente 

ARTÍCULO 36. Resultados y consecuencias de las evaluaciones de desempeño y de competencias. Las

evaluaciones de desempeño y de competencias tendrán las siguientes consecuencias según sus resultados:

1. Evaluación ordinaria periódica de desempeño anual:

El docente que obtenga una calificación inferior al sesenta por ciento (60%), la cual se considera no satisfactoria, durante dos (2) años consecutivos en evaluación de desempeño, será excluido del escalafón y, por lo tanto, retirado del servicio.

Los directivos docentes que obtengan una calificación inferior al sesenta por ciento (60%) durante dos (2) años consecutivos, serán regresados a la docencia una vez exista vacante, si provenían de la docencia estatal; en cuyo caso percibirán el salario que corresponda a dicho cargo, de acuerdo con el grado y el nivel salarial que poseían. Si no provenían de la docencia estatal, serán excluidos del Escalafón Docente y retirados del servicio.

2. Evaluación de competencias:

Serán candidatos a ser reubicados en un nivel salarial superior, o a ascender en el escalafón docente, si  reúnen los requisitos para ello, quienes obtengan más de 80% en la evaluación de competencias. Para las reubicaciones y ascensos se procederá en estricto orden de puntaje hasta el monto de las disponibilidades presupuestales anuales.

Parágrafo . Las evaluaciones de desempeño son susceptibles de los recursos de reposición y apelación, los cuales deben ser resueltas dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su presentación, por el inmediato superior y por el superior jerárquico respectivamente.

2.
Decisión 

Declarar la EXEQUIBILIDAD de las expresiones demandadas del artículo 36 numeral 2 del Decreto ley 1278 de 2002, por las razones expuestas en la presente providencia. 

3.
Fundamentos de la decisión 

La Corte ratificó el amplio margen configuración del legislador en materia de prestación del servicio de educación, con fundamento en el artículo 150, numeral 23 de la Constitución. Al mismo tiempo resaltó que constitucionalmente, el servicio público de educación tiene una función social. En cuanto a la materia específica de la carrera docente, con el propósito de asegurar la calidad de la enseñanza, confiada a personas de “reconocida idoneidad ética y pedagógica”, el artículo 68 de la Carta Política dispone que la ley “garantiza la profesionalización y dignificación de la profesión docente”. En síntesis, tanto para la prestación del servicio educativo como gpara la organización de la actividad docente, cuenta el legislador con amplias competencias regulatorias dispuestas expresamente por la Constitución. 

De igual modo, la Corte reiteró que el concepto del mérito es la piedra angular de todo el sistema de educación estatal, motivo por el cual el sistema de concurso instaurado por la Ley 115 de 1994, asegura los fines de la carrera docente y las normas que la regulan deben procurar conjugar las exigencias constitucionales y el principio de igualdad de oportunidades. 

En el presente caso, la expresión normativa acusada forma parte del Decreto 1278 de 2002, dictado por el Presidente de la República en ejercicio de las facultades extraordinarias que le fueron conferidas por el Congreso en el artículo 111 de la Ley 715 de 2001 para dictar el Estatuto de Profesionalización Docente y dentro de éste, para regular aspectos relacionados con los requisitos de ingreso, la evaluación, capacitación, permanencia, ascensos y exclusión de la carrera. Ahora bien, la Corte encontró que el artículo 27 del Decreto 1278 de 2002 estableció los tipos de evaluación a los que serían sometidos los docentes y los artículos 31, 32, 35 y 36 definieron cada uno de ellos, su finalidad, sujetos de la misma, momento en que se realizarán, porcentajes de aprobación y las consecuencias de los resultados. 

La Corte observó que de acuerdo con la ley, los supuestos en los que se encuentran los docentes son diferentes, pues una es la situación jurídica de las personas que habiendo superado el concurso docente, deben ser evaluados durante el período de prueba para ingresar a la carrera docente; otra situación, es la de los docentes que perteneciendo a la carrera, deben ser evaluados en su desempeño anual, para permanecer en ella o ser retirados del servicio y distinta la situación de los docentes que se someten voluntariamente a la evaluación de competencias para ser ascendidos y reubicados salarialmente. El aparte acusado del artículo 36 del Decreto 1278 de 2002 que señala el 80% como umbral aprobatorio de la evaluación de competencias para calificar a un ascenso o reubicación salarial en la carrera educativa, consagra un tratamiento diferenciado respecto del requerido para el ingreso o permanencia en la misma, fijado en un 60%. Por tanto, no se está ante un trato disímil para un mismo grupo de personas en igual situación jurídica de carrera, sino frente a diferentes regulaciones para grupos en situaciones administrativas diversas del escalafón docente. 

Así mismo, la Corte advirtió que la evaluación de candidatos en las tres situaciones tienen objetivos diversos, como lo son en la primera fase, la selección dentro del mercado laboral de candidatos a ingresar a la carrera docente; en la segunda etapa, la determinación de los docentes que permanecerán en la carrera y los que serán retirados del servicio y en tercer caso, la selección de los docentes que serán merecedores de un ascenso en el escalafón o que podrán ser reubicados salarialmente. Tratándose de grupos claramente diferenciados, es razonable que el legislador, dentro de su potestad de configuración establezca tratamientos diversos en materia de requisitos, calidades y condiciones, diseño de evaluaciones diferentes con prioridades y peso prioritario disímil, diversos porcentajes de aprobación o superación de las pruebas. 

Para la Corte, la regulación diferenciada para las distinciones situaciones  de carrera –ingreso, permanencia y ascenso- es razonable por basarse en objetivos distintos con fundamento constitucional, cuales son el mejoramiento constante de la calidad de la educación a partir de la cualificación de los docentes y la determinación de ésta a través de sistemas de reconocimiento del mérito propio. 

Por consiguiente, el segmento normativo acusado del artículo 36 del Decreto 1278 de 2002 fue declarado ajustado a la Constitución por no vulnerar el derecho a la igualdad. 

